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46. El PRESIDENTE pide al observador del Comité Ju-
rídico Interamericano que comunique al pleno del Comité 
todo el interés que la Comisión atribuye a las relaciones 
entre las dos entidades.

Organización de los trabajos del período de sesiones 
(continuación*)

[Tema 2 del programa]

47. El Sr. KATEKA (Presidente del Comité de Redac-
ción) anuncia que el Comité de Redacción sobre el tema 
de la responsabilidad de las organizaciones internaciona-
les estará compuesto por los siguientes miembros: Sr. Gaja 
(Relator Especial), el Sr. Brownlie, el Sr. Baena Soares, el 
Sr. Chee, el Sr. Daoudi, la Sra. Escarameia, el Sr. Fomba, 
el Sr. Koskenniemi, el Sr. Kolodkin, el Sr. Sreenivasa Rao, 
el Sr. Sepúlveda, la Sra. Xue, el Sr. Yamada y el Sr. Mans-
field (ex officio).

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.

__________
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__________

Responsabilidad internacional por las consecuencias 
perjudiciales de actos no prohibidos por el dere-
cho internacional (responsabilidad internacional en 
caso de pérdida causada por un daño transfronteri-
zo resultante de actividades peligrosas) (continua-
ción) (A/CN.4/529, secc. D, A/CN.4/5311) 

[Tema 6 del programa]

PRIMER INFORME DEL RELATOR ESPECIAL (continuación)

1. El Sr. KOSKENNIEMI da las gracias al Relator Es-
pecial por la presentación de una panorámica útil de los 
regímenes de responsabilidad existentes y por las sugeren-
cias que inducen a la reflexión. Aunque tal vez sea impo-

* Reanudación de los trabajos de la 2758.ª sesión.
1 Reproducido en Anuario... 2003, vol. II (primera parte).

sible encontrar una vía directa que vaya de los regímenes 
existentes a los nuevos, hay un desfase que ha quedado 
sin tratar entre la panorámica general del Relator Especial 
y las sugerencias que figuran al final de su informe (A/
CN.4/531). El desfase continúa levantando críticas sobre 
si cabe codificar el tema en su conjunto. En particular, 
cinco críticas siguen expresándose. Es preciso pues afron-
tarlas para demostrar que es posible hacer un trabajo útil.

2. Una de las críticas, expuesta por el Sr. Brownlie y va-
rios comentaristas especializados, es que se ha cometido 
un error conceptual y que el tema de la responsabilidad 
debía haberse tratado como parte del proyecto relativo 
a la responsabilidad de los Estados. Algo de cierto hay 
en ello. Por otra parte, obligación y responsabilidad son 
disquisiciones doctrinales —jergas especializadas, les lla-
maría incluso— susceptibles de abarcar el problema de 
las víctimas no indemnizadas. Que sea o no así depende 
del criterio adoptado y no de un encasillamiento doctrinal. 
La crítica deja de lado la verdadera preocupación de que 
incluso una vez puestos en funcionamiento regímenes de 
responsabilidad privada, puedan surgir casos de víctimas 
inocentes a las que no se concede indemnización alguna. 
Es a todas luces evidente que la Comisión ha de hacer 
algo al respecto, cualquiera que sean las dificultades de 
orden doctrinal que pueda crear.

3. Una segunda crítica formulada es que la excesiva di-
versidad de las actividades contempladas impide su re-
glamentación: la contaminación por el petróleo, la conta-
minación nuclear y los desechos peligrosos son de índole 
muy distinta y esta es precisamente la razón de la exis-
tencia de una variedad de regímenes articulados en torno 
a sus respectivas especificidades. La responsabilidad del 
operador con respecto a la del asegurador, la necesidad de 
constituir fondos de indemnización, etc., son cuestiones 
que no pueden tratarse en términos generales. La crítica 
es parcialmente correcta, ya que no es posible establecer 
normas detalladas sobre indemnización y responsabili-
dad. Pero esto no es lo que el Relator Especial sugiere. 
Las normas han de ser residuales, de carácter general, y 
su finalidad no tanto reglamentar una actividad como fa-
cilitar un trasfondo que permita alentar a los Estados a 
encontrar mejores maneras de abordar el problema de las 
víctimas inocentes.

4. Una tercera crítica, expuesta por el Sr. Pellet en par-
ticular, es que los miembros de la Comisión, en cuanto 
especialistas de derecho público internacional, no deben 
preocuparse por la responsabilidad civil. De ser necesario 
intervenir en esta esfera, debe hacerse mediante la armo-
nización del derecho privado y el establecimiento de re-
gímenes de responsabilidad e indemnización basados en 
los tratados. Sin embargo, gran parte del derecho público 
internacional está dedicado a la reglamentación de las 
actividades realizadas por actores privados. El Protoco-
lo de Basilea sobre responsabilidad e indemnización por 
daños resultantes de los movimientos transfronterizos de 
desechos peligrosos y su eliminación, por ejemplo, es un 
tratado que pese a estar enmarcado en el derecho público 
internacional regula actividades basadas en contratos pri-
vados, y lo mismo cabe decir de una gran parte del dere-
cho internacional sobre medio ambiente.
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5. Una cuarta crítica es que la Comisión no debe ocu-
parse de la cuestión por ser sus miembros juristas y no ne-
gociadores ni representantes gubernamentales que pueden 
conciliar los diversos intereses contemplados. Es cierto 
que en los trabajos sobre responsabilidad están en juego 
importantes intereses económicos y en algún momento 
las personas interesadas deberán participar en los traba-
jos. Existe, no obstante, una larga tradición de provechosa 
interacción entre juristas y negociadores en la que los pri-
meros allanan el camino para que los segundos presenten 
propuestas sustantivas o documentos legales como base 
de negociación. En cualquier caso, ha habido negociado-
res en la Sexta Comisión que han pedido a la CDI que 
concluya su trabajo. No cabe pues albergar preocupación 
alguna de que la Comisión vaya más allá de su mandato.

6. La quinta crítica, ya formulada exhaustivamente por 
el Sr. Mansfield, es que el tema no entra en el mandato 
de la Comisión. Sin embargo, la propia Comisión ha de-
cidido lo contrario al separar la cuestión de la responsa-
bilidad de las obligaciones de los Estados para su ulterior 
elaboración, decisión que ha recibido el apoyo de la Sexta 
Comisión. Aunque las cinco críticas no son absurdas, no 
piensa que deban paralizar a la Comisión.

7. La panorámica general de los regímenes sectoriales 
sobre responsabilidad expuesta en los párrafos 47 a 113 
del informe constituye una descripción excelente y actua-
lizada de los tipos de regímenes existentes y de las dife-
rencias entre ellos, al tiempo que señala la casi imposibi-
lidad de reglamentar las actividades de forma detallada. 
En líneas generales está de acuerdo con las conclusiones, 
denominadas «consideraciones de política», que figuran 
en los párrafos 43 y 44. La expresión «víctimas inocen-
tes», pese a no ser tal vez analíticamente correcta, es útil 
por cuanto pone de relieve el primordial objetivo de políti-
ca. La Comisión debe centrarse no en poner técnicamente 
a punto los regímenes de responsabilidad sino en lo que 
puede ser percibido como una cuestión de derechos hu-
manos: cuando se interrumpen las grandes actividades in-
dustriales o tecnológicas, son las personas inocentes quie-
nes soportan las consecuencias y esto es inaceptable. La 
atención de la Comisión debe centrarse en la problemática 
de la víctima y no en los problemas técnicos derivados del 
establecimiento de un sistema de indemnización que sea 
factible.

8. La Sra. Escarameia ha señalado que en el párrafo 43 
el Relator Especial habla de «alentar» a los Estados a ce-
lebrar acuerdos internacionales y conviene con ella en la 
conveniencia de emplear términos más enérgicos. Por otra 
parte, la Comisión no está en condiciones de crear normas 
detalladas de carácter vinculante. El nuevo título del tema 
«Régimen jurídico aplicable a la asignación de la pérdida 
en caso de daño transfronterizo resultante de actividades 
peligrosas» induce a error en cierta medida puesto que 
parece hacer referencia al trabajo de un experto técnico 
o a un órgano de medio ambiente y no a un órgano jurí-
dico. En el informe se hace referencia a «modelo», po-
siblemente un eufemismo de «proyecto de convención». 
Todos estos ejemplos de incertidumbre idiomática, que 
tal vez reflejen la incertidumbre de la Comisión sobre el 
carácter del resultado final, llevan a la conclusión de que 
la Comisión debe redactar una declaración de principios 

que en términos imperativos centre la atención de los Es-
tados en su obligación de proteger los derechos humanos 
de las víctimas inocentes. Aunque el documento no sería 
por definición una serie detallada de artículos reguladores 
de las diversas actividades, sería sin lugar a dudas algo 
más que un protocolo. Los protocolos existentes sobre el 
medio ambiente, el Protocolo de Montreal relativo a las 
sustancias que agotan la capa de ozono, por ejemplo, es-
tán llenos de detalles técnicos pero este no es realmente el 
objetivo de la Comisión que debe señalar a la atención de 
la comunidad internacional los peligros a que se enfren-
tan las personas que viven en las proximidades de lugares 
donde se realizan actividades industriales y tecnológicas 
que implican considerables riesgos.

9. En pocas palabras, las críticas realizadas sobre este 
tema deben examinarse con seriedad pero no considerarse 
que anulan su importancia, pudiendo concebirse un obje-
tivo alcanzable como es la elaboración de una declaración 
de principios.

10. El Sr. FOMBA dice que pese a ser el informe un 
trabajo de gran erudición, el tema sigue plagado de di-
ficultades conceptuales y metodológicas. Existen dudas 
respecto a la posibilidad misma de seguir adelante debido 
al espinoso problema de la forma de delimitar claramente 
las obligaciones y la responsabilidad de los Estados. Es, 
sin embargo, demasiado tarde para volver atrás, ya que la 
Comisión está dedicada a este trabajo desde 1978 y posi-
blemente esté en entredicho su misma credibilidad.

11. El Sr. Pellet ha sostenido que no se trata de una la-
bor de codificación y desarrollo progresivo sino de una 
negociación, mientras que la Sra. Escarameia ha recor-
dado con razón la reacción favorable respecto al tema en 
la Sexta Comisión. La Comisión ha de tratar, para hacer 
una labor útil, de hallar el denominador común de la lex 
specialis que predomina prácticamente sin cortapisas en 
esta esfera, y la lex generalis, que tal difícil parece, si no 
imposible, de encontrar. Ha de encontrarse la manera de 
hallar la cuadratura del círculo.

12. En ello radica el mérito de la labor del Relator Espe-
cial. Después de explicar en líneas generales los anteriores 
trabajos de la Comisión, examinar los análisis sectorial y 
regional de la cuestión capital de la asignación de pérdida 
y de abordar el difícil tema de la responsabilidad civil, el 
Relator Especial presenta sus conclusiones y sugiere el 
estudio de ciertos puntos. Debe prestarse apoyo a su inten-
to de conciliar lo que ha de hacerse desde el punto de vista 
jurídico y de política con lo que la Comisión puede hacer 
desde el punto de vista técnico, y debe alentársele a que 
avance lo más posible sin prejuzgar la forma definitiva 
que adoptará el proyecto. Por lo que a él respecta, acepta 
en consecuencia el espíritu de las recomendaciones del 
Relator Especial.

13. La Sra. XUE dice que el primer informe sobre el 
tema constituye un trabajo impresionante que contiene 
un examen exhaustivo de los regímenes de responsabili-
dad existentes como base para ulteriores deliberaciones. 
En su opinión, es difícil codificar y elaborar normas de 
responsabilidad internacional en caso de pérdida causa-
da por un daño transfronterizo resultante de actividades 
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peligrosas sobre la base de los regímenes existentes como 
ha examinado el Relator Especial. La asignación de daño 
resultante de actividades peligrosas, tanto a nivel inter-
no como externo, no es simplemente una cuestión de in-
demnización de los perjudicados, sino que lleva inmersos 
diversos factores económicos, políticos y sociales. Para 
la autorización de actividades tales como la producción 
de energía nuclear son normalmente necesarias importan-
tes decisiones políticas basadas en análisis económicos, 
acuerdos financieros y la consecución de un equilibrio 
entre los distintos intereses sociales. La forma de abordar 
los posibles accidentes constituye sencillamente una parte 
de la totalidad del problema.

14. Del examen de los regímenes existentes se despren-
de que ni los límites de la responsabilidad ni la cuantía de 
la garantía financiera facilitada por el gobierno han deja-
do de evolucionar, habiendo aumentado algunas veces, lo 
que indica una preferencia gradual del interés general por 
la seguridad pública y la protección del medio ambiente 
frente a la promoción industrial. A lo largo de los años, los 
países industriales han conseguido elaborar una serie de 
mecanismos de aplicación general para desarrollar activi-
dades ultrapeligrosas, como son las normas técnicas, los 
criterios de seguridad, los planes de seguros y reaseguros 
y las normas de procedimiento armonizadas para solici-
tar indemnización. A nivel internacional, la medida de la 
cooperación entre Estados viene determinada no sólo por 
la naturaleza de la propia actividad sino también por las 
necesidades prácticas, especialmente las consideraciones 
geopolíticas y las condiciones económicas. Ejemplo típi-
co es la diversidad de prácticas adoptadas por los países 
de Europa occidental en el Convenio acerca de la respon-
sabilidad civil en materia de energía nuclear y por los Es-
tados Unidos de América en su legislación nacional sobre 
el mismo tema.

15. Incluso en las actividades calificadas de extremada-
mente peligrosas, los regímenes de responsabilidad difie-
ren, pese a compartir algunos elementos. La medida de la 
participación estatal depende en gran parte de los posibles 
efectos negativos de las actividades a nivel internacional. 
Un ejemplo que hace al caso es el transporte marítimo de 
hidrocarburos. La imposición de un esquema de asigna-
ción de pérdida implicaría mayores costos de operación 
para la industria, mayores precios para los consumidores, 
un mercado de seguros más complejo y una mayor carga 
financiera para los Estados. Por ello ha de buscarse un 
equilibrio entre el desarrollo económico y los intereses 
del público en general por la seguridad y la protección del 
medio ambiente.

16. ¿Puede llegarse a la conclusión de que la Comisión 
no debe seguir adelante con el tema y dejar la recomen-
dación de la responsabilidad a los regímenes especiales? 
Opina que no por numerosas razones.

17. El principio de quien contamina paga ha sido in-
corporado a los ordenamientos nacionales y aparece re-
cogido en instrumentos legales internacionales. Se están 
negociando en numerosas esferas normas específicas para 
obligar al contaminador a aceptar la responsabilidad del 
daño causado a otros países. Esto es importante para con-
trolar a las industrias a gran escala que soportan grandes 

riesgos y que pueden infligir un daño de proporciones ca-
tastróficas a los países en desarrollo vulnerables que cuen-
tan con medios limitados para hacer frente a ese daño. El 
derecho internacional debe estudiar la cuestión y ofrecer 
principios generales para la realización de dichas activi-
dades.

18. El daño transfronterizo no afecta a los intereses de 
un solo país. El conflicto de intereses entre el Estado cau-
sante del daño y el Estado perjudicado se inicia frecuente-
mente cuando la actividad se halla todavía en la etapa de 
planificación y no termina ni siquiera una vez adoptadas 
las medidas preventivas. Los principios generales sobre la 
indemnización por daños contribuirán a que los Estados 
adopten disposiciones adecuadas para su aplicación a los 
casos específicos. Los regímenes existentes sobre respon-
sabilidad internacional tienen un carácter marcadamente 
regional y sectorial. Cuando las actividades extremada-
mente peligrosas se trasladan de una región a otra por ra-
zones ambientales, cobran especial pertinencia los princi-
pios generales relativos a la asignación de daño.

19. En pocas palabras, pese a las dificultades que plan-
tea, los Estados esperan con razón que la Comisión prosi-
ga con el tema y facilite orientaciones jurídicas útiles. Sin 
embargo, todavía no se han aclarado todas las dudas sobre 
el tema. Es verdaderamente necesario examinar y dar una 
respuesta a las espinosas cuestiones recientemente susci-
tadas por el Sr. Brownlie. ¿Son casos de responsabilidad 
del Estado la mayoría de los casos de responsabilidad 
internacional que se presentan en la realidad? En caso 
afirmativo, ¿hay necesidad de normas sobre responsabi-
lidad internacional? Este tipo de cuestiones se suscitaron 
frecuentemente cuando se procedía a redactar las normas 
sobre responsabilidad del Estado, y el Sr. Brownlie con-
sideró en su día que se había llegado a una conclusión 
errónea sobre todo el tema. Ahora que se han adoptado las 
normas sobre responsabilidad del Estado, puede volver a 
examinarse el tema.

20. Para que pueda invocarse la responsabilidad del Es-
tado debe haberse realizado un acto ilícito que viole una 
obligación internacional y el acto ha de atribuirse a un 
Estado. En el caso de un daño transfronterizo resultante 
de actividades peligrosas, es dudosa la existencia siempre 
de un acto ilícito por parte de un Estado. Frecuentemen-
te se cita como norma internacional que prohíbe el daño 
transfronterizo el principio enunciado por el tribunal en 
la sentencia arbitral Fonderie de Trail (Trail Smelter) en 
cuya virtud ningún Estado debe permitir actividades en su 
territorio que causen daños graves. De aplicarse en toda 
su amplitud, sin embargo, significaría que el derecho in-
ternacional debe investigar todos y cada uno de los casos 
de daño transfronterizo. En realidad el derecho no va tan 
lejos.

21. Además, en virtud de esa norma, un Estado sería 
considerado responsable de todo acto realizado dentro de 
su territorio y de cualquier acto llevado a cabo por sus 
súbditos. Lo más importante es que cuando la tecnología 
no sea capaz de ofrecer una seguridad absoluta, el Estado 
perjudicado pueda insistir en que terminen las actividades 
de que se trate, lo que realmente sucede a menudo en la 
vida real. El Estado perjudicado puede utilizar las normas
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relativas a la responsabilidad del Estado pero puede tam-
bién proporcionar un argumento jurídico para que el 
Estado que comete el daño se desentienda de las conse-
cuencias perjudiciales de su acto porque no ha cometido 
ningún acto en sí mismo ilícito. Cuando no están debida-
mente desarrolladas las normas fundamentales relativas 
al comportamiento, es difícil aplicar normas secundarias 
basadas en la violación de obligaciones. Desde este pun-
to de vista, apoya el proceder seguido por la Comisión 
de elaborar primero normas preventivas y comprende las 
razones que han llevado al Relator Especial a centrase en 
la asignación de la pérdida. Está de acuerdo con las con-
clusiones que figuran en los párrafos 150 a 152 y con la 
recomendación de que el modelo propuesto tenga carácter 
general y supletorio. 

22. Por lo que respecta a las propuestas presentadas por 
el Relator Especial, nada tiene que objetar a las que fi-
guran en los apartados a, b y c del párrafo 153, y está de 
acuerdo en principio con el apartado d, pero piensa que 
debe considerarse en primer lugar responsable al operador 
de las actividades, dado que por «operador» se entiende 
la persona que lleva a cabo las actividades y que es en la 
práctica responsable de cada una de sus etapas. De no ser 
así debe considerarse responsable a la persona que ejercía 
en ese momento el control de las operaciones. Sin esta 
premisa, las palabras «en control» y «al mando y control» 
en el apartado e pueden dar lugar a distintas interpretacio-
nes respecto a quién controla las actividades (el propieta-
rio del buque o el armador, por ejemplo),

23. Por lo que respecta al apartado e del párrafo 153, la 
prueba de la conexión casual debe ser la proximidad. Por 
lo que respecta a los casos excepcionales que se mencio-
nan en el informe, el primero puede hacer referencia a la 
responsabilidad mancomunada o solidaria —para utilizar 
el término por comodidad— si el daño procede de más de 
una fuente. El segundo puede referirse a situaciones en 
que el operador esté exonerado de responsabilidad, por 
ejemplo, por fuerza mayor o culpa del perjudicado o de 
un tercero.

24. En el apartado f del párrafo 153 debe suprimirse la 
frase «de acuerdo con su derecho y sus prácticas naciona-
les» para conceder más margen a los Estados para llegar 
a una solución mediante negociaciones, arbitraje u otros 
procedimientos.

25. La presunción que anima el apartado g del párra-
fo 153 es que la responsabilidad limitada no da abierta-
mente lugar a indemnización. Se pregunta si siempre ha 
sido así en todos los regímenes de responsabilidad exis-
tentes. Esta clase de arreglo depende del tipo de actividad 
y de las economías a que se refieran.

26. Apoya los apartados h e i del párrafo 153 y, por lo 
que hace a los apartados j y k, dice que la indemnización 
por daños a las personas y a la propiedad es la norma. El 
daño al medio ambiente y a los recursos naturales es una 
cuestión más complicada. En principio es también acepta-
ble la distinción entre medio ambiente bajo la jurisdicción 
del Estado o bajo su control y medio ambiente por sí mis-
mo. Debe señalarse que, en algunos casos, la prevención, 
las medidas de respuesta y las medidas de restauración 

pueden ser muy distintas. Son muy útiles las limitaciones 
que se sugieren en el informe.

27. El Sr. ECONOMIDES, tras elogiar el notable infor-
me presentado por el Relator Especial, dice que, al igual 
que el Sr. Pellet y el Sr. Pambou-Tchivounda, se muestra 
algo renuente respecto a la utilización de la palabra «pér-
dida» en el título del tema y propone que se sustituya por 
«indemnización», que se emplea varias veces a lo largo 
del informe, en especial en el párrafo 38 en el que el Re-
lator Especial habla de un sistema más equitativo y rápido 
de indemnización de las víctimas de daños transfronte-
rizos.

28. La afirmación hecha en la nota a pie de página co-
rrespondiente al párrafo 32 del informe de que «los Es-
tados tienen el derecho soberano de realizar actividades 
en su propio territorio incluso aunque esas actividades 
causen un daño inevitable a otros Estados [...] siempre 
que paguen una indemnización equitativa por el daño 
causado»2 no está en consonancia con el derecho inter-
nacional. Por el contrario, los Estados están obligados a 
respetar la soberanía y el territorio de los demás Estados. 
En el párrafo 43 del informe se menciona que el Grupo 
de Trabajo creado en el 48.º período de sesiones de la Co-
misión, en 1996, señaló a este respecto que se debe prote-
ger «la libertad de acción de cada Estado en su territorio, 
hasta el límite que sea compatible con los derechos y los 
intereses de otros Estados»3.

29. El problema de la responsabilidad plantea muchos 
difíciles problemas, como es el de su fundamento jurí-
dico. Sin embargo, existe un consenso virtual en que la 
responsabilidad es aplicable a las actividades peligrosas 
y en que en el caso de esas actividades el régimen más 
adecuado es el de la responsabilidad objetiva o absoluta. 
El régimen aplicable no requiere la comisión de un acto 
ilícito o de una violación previa de una obligación inter-
nacional sino únicamente la existencia de daño resultante 
de actividades peligrosas. Únicamente el daño da lugar a 
la responsabilidad y abre el camino a la indemnización. 
Por último, existe un consenso virtual en que nunca han 
existido normas consuetudinarias que impongan el régi-
men de responsabilidad estricta en derecho internacional. 
Un régimen de este tipo ha sido instituido exclusivamente 
a través de las convenciones internacionales para cada ac-
tividad peligrosa específica.

30. La responsabilidad objetiva ha sido adoptada ya en 
numerosas convenciones y otros instrumentos y ha sido 
objeto de examen por parte del Relator Especial. Otro 
ejemplo es el Protocolo sobre responsabilidad civil e in-
demnización por daño causado por los efectos transfron-
terizos de accidentes industriales en aguas transfronte-
rizas, firmado por 22 Estados, entre ellos Grecia, en la 
Quinta Conferencia de Ministros «Medio Ambiente para 
Europa» celebrada en Kiev del 21 al 23 de mayo de 2003. 

2 A. Boyle, «Codification of international environmental law and the 
International Law Commission: injurious consequences revisited», en 
A. Boyle y D. Freestone (eds.), International Law and Sustainable De-
velopment, Oxford University Press, 1999, pág. 78.

3 Anuario... 1988, vol. II (segunda parte), párr. 82; texto reproducido 
en el informe del Grupo de Trabajo de 1996 [Anuario... 1996, vol. II 
(segunda parte), anexo I, pág. 123 (párrafo 4 del comentario al artícu-
lo 5)]. 
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El Protocolo, preparado en Ginebra por la CEPE, colma 
una laguna, porque dicho daño no estaba incluido en nin-
guno de los instrumentos existentes con excepción del 
Convenio sobre la responsabilidad civil por daños resul-
tantes de actividades peligrosas para el medio ambiente, 
cuya entrada en vigor es muy dudosa. El Protocolo trata 
de evitar los errores tácticos del Convenio como la vaga 
definición de «daño al medio ambiente», su alcance muy 
general, que incluye incluso el daño no transfronterizo, y 
la cláusula en favor de la ley europea que hace inaplicable 
el Protocolo a la mayor parte del territorio de Europa y 
reduce por ello considerablemente su alcance normativo.

31. El Protocolo sobre responsabilidad civil e indemni-
zación por daño causado por los efectos transfronterizos 
de accidentes industriales en aguas transfronterizas está 
en la misma línea que los instrumentos internacionales 
citados por el Relator Especial que están centrados en la 
responsabilidad civil del autor del daño. Contiene meca-
nismos para la aplicación de la responsabilidad objetiva 
que permiten a las víctimas tener acceso a los tribunales 
sin perderse en las complejidades del derecho internacio-
nal privado, e introduce acuerdos sobre seguros obligato-
rios que protegen a las víctimas contra la insolvencia del 
autor del daño. El Protocolo tiene numerosos elementos 
innovadores, a los que se referirá al comentar las propues-
tas del Relator Especial.

32. Aunque sería prematuro adoptar una postura res-
pecto al apartado a del párrafo 153 del informe, habría 
que señalar que el Protocolo permite a la víctima del daño 
elegir el derecho aplicable, que puede ser bien el derecho 
nacional de la parte en cuyo territorio se produjo el acci-
dente industrial, o las disposiciones del propio Protocolo. 
La razón de ofrecer a la víctima la posibilidad de «buscar 
la ley más favorable», innovación en materia de respon-
sabilidad civil en relación con el daño causado al medio 
ambiente, es el deseo de ofrecer el máximo de posibilida-
des a la parte más débil. Por lo que respecta a la segunda 
parte del apartado, sería más fácil y seguro basarse desde 
el principio en las soluciones existentes en relación con la 
responsabilidad objetiva que sea más adecuada en el caso 
de las actividades peligrosas. Si se tienen debidamente en 
cuenta los precedentes existentes, la Comisión cumpliría 
su mandato adecuadamente.

33. Una vez más es demasiado pronto para exponer una 
opinión sobre el apartado b del párrafo 153, aunque con 
respecto al apartado c está de acuerdo con la Comisión en 
la conveniencia de limitar el alcance del tema al ya adop-
tado en los proyectos de artículos sobre la prevención del 
daño transfronterizo resultante de actividades peligrosas 
aprobados por la Comisión en su 53.º período de sesio-
nes4. Sería difícil hacer otra cosa. Para determinar el um-
bral de las peticiones de indemnización ha de tenerse en 
cuenta que el daño sea mayor que despreciable o mínimo 
(véanse los párrafos 31, 39 y 114 del informe).

34. Si bien apoya los apartados d y e del párrafo 153, se-
ría preferible con respecto al apartado f establecer el prin-
cipio del reparto equitativo con carácter general, dejando 
la aplicación del principio al Estado o a terceros.

4 Véase 2762.ª sesión, nota 7.

35. El apartado g del párrafo 153 es aceptable. El Proto-
colo sobre responsabilidad civil e indemnización por daño 
causado por los efectos transfronterizos de accidentes in-
dustriales en aguas transfronterizas obliga a asegurar la 
responsabilidad objetiva del operador hasta una determi-
nada cantidad mediante una garantía financiera, que nor-
malmente puede adoptar la forma de seguro, obligación 
o declaración de autoseguro en el caso de operadores que 
sean propiedad del Estado.

36. Apoya las propuestas que figuran en los apartados h
e i del párrafo 153. Por lo que respecta a los daños que 
dan lugar a indemnización (apartado j), debe ciertamente 
tenerse en cuenta el daño al medio ambiente en la medi-
da más amplia posible, algo que ya hace el Protocolo al 
permitir medidas para reinstalar o restaurar los elementos 
dañados o destruidos de las aguas transfronterizas a las 
condiciones en que estarían si el accidente industrial no 
se hubiera producido o, cuando ello no sea posible, intro-
ducir el equivalente de esos elementos en las aguas trans-
fronterizas (lo que constituye una innovación), así como 
medidas de respuesta tras producirse un accidente indus-
trial para prevenir, reducir al mínimo o mitigar el daño.

37. Por lo que respecta al apartado k del párrafo 153, se-
ñala que el Protocolo sobre responsabilidad civil e indem-
nización por daño causado por los efectos transfronterizos 
de accidentes industriales en aguas transfronterizas con-
tiene una disposición sobre lucro cesante. Para eliminar 
las reclamaciones interpuestas por motivos muy alejados 
del daño transfronterizo, emplea otro sistema que es el 
de los intereses legalmente protegidos. Únicamente las 
personas con un interés legalmente protegido en la utili-
zación de una u otra forma de las aguas transfronterizas 
pueden reclamar el lucro cesante, lo que parece razonable.

38. El proyecto debe adoptar la forma de una conven-
ción internacional. Lo que mejores servicios prestaría a 
los Estados y al derecho internacional es un instrumento 
vinculante, por ser la mejor adición a los proyectos de ar-
tículos ya preparados sobre daño transfronterizo resultan-
te de actividades peligrosas.

39. El proyecto debe asimismo contener disposiciones 
relativas a la solución de controversias, lo que contribuiría 
al desarrollo del derecho internacional e incluso facilita-
ría la solución amistosa de controversias por las mismas 
partes. El Protocolo sobre responsabilidad civil e indem-
nización por daño causado por los efectos transfronterizos 
de accidentes industriales en aguas transfronterizas pre-
vé el arbitraje por la Corte Permanente de Arbitraje de 
conformidad con las Normas facultativas para el arbitraje 
de controversias relativas a los recursos naturales y/o el 
medio ambiente5, recientemente aprobadas por la Corte. 
Las Normas, mencionadas por primera vez en una con-
vención, permiten el acceso a los tribunales a las perso-
nas privadas. Pero el Protocolo prepara también el camino 
a la solución de controversias entre Estados, con lo que 
se ofrece a los Estados Partes una excelente oportuni-
dad para ejercer la protección diplomática en los casos 
de aplicación indebida por los tribunales de otros Estados 
Partes de las disposiciones del Protocolo a sus nacionales.

5 La Normas pueden consultarse en www.pca-cpa.org.
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40. Por último, la Comisión debe incluir en su futuro 
programa de trabajo a largo plazo el tema de la protec-
ción del medio ambiente del patrimonio común de la hu-
manidad, que reviste gran interés para toda la comunidad 
internacional.

41. El Sr. GALICKI señala que el extenso informe de 
amplio contenido informativo del Relator Especial ha 
puesto de relieve la importante labor realizada por sus 
predecesores, el Sr. Quentin-Baxter y el Sr. Barboza, en 
base a lo cual la Comisión ha llegado acertadamente a la 
conclusión de que es necesario tratar las cuestiones rela-
tivas a la responsabilidad de los Estados por actos inter-
nacionalmente ilícitos con independencia del tema de la 
responsabilidad internacional por las consecuencias per-
judiciales derivadas de actos no prohibidos por el derecho 
internacional. Sabe por experiencia que un enfoque global 
del tema puede no ser lo más acertado y que posiblemente 
sean más eficaces las soluciones parciales y sectoriales.

42. El informe incluye una interesante exposición de los 
recientes modelos de asignación de la pérdida negociados 
y acordados en relación con regiones concretas del mun-
do y con un sector específico de daño. Sin embargo, esos 
modelos no proporcionan realmente razones suficientes 
para proceder a la codificación, ni siquiera al desarrollo 
progresivo; serán necesarios trabajos más analíticos.

43. El Relator Especial especifica numerosas caracterís-
ticas comunes de los modelos, entre ellas la norma de que 
la responsabilidad del Estado constituye una excepción y 
de que, como se dice en el apartado d del párrafo 153 del 
informe, la responsabilidad y la obligación de indemni-
zar deben recaer, en primer lugar, en quien más control 
ejerciera sobre la actividad en el momento en que ocurrió 
el accidente o incidente. Aunque los Estados deben tener 
algunas obligaciones secundarias, la imagen se hace tan 
difusa que serían necesarios considerables esfuerzos antes 
de que la codificación sea posible.

44. Es de lamentar que el único sistema claro de res-
ponsabilidad del Estado, que ha sido aceptado en el caso 
de las actividades espaciales, tiene carácter excepcional 
y debe tratarse en cambio como un ejemplo de «régimen 
autónomo». El Relator Especial ha examinado los antece-
dentes de ese régimen basándose únicamente en el Con-
venio sobre la responsabilidad internacional por daños 
causados por objetos espaciales, de 1972. Sin embargo, el 
principio de la responsabilidad del Estado por esos daños 
había quedado ya establecido en el artículo VII del Tra-
tado sobre los principios que deben regir las actividades 
de los Estados en la exploración y utilización del espacio 
ultraterrestre, incluso la Luna y otros cuerpos celestes, de 
1967 e, incluso con anterioridad, la Declaración de los 
principios jurídicos que deben regir las actividades de los 
Estados en la exploración y utilización del espacio ultra-
terrestre6. Cabe también citar en este contexto los Prin-
cipios pertinentes a la utilización de fuentes de energía 
nuclear en el espacio ultraterreste7. En los tres textos se 
ha introducido también la distinción entre responsabilidad 

6 Resolución 1962 (XVIII) de la Asamblea General, de 13 de 
diciembre de 1963.

7 Resolución 47/68 de la Asamblea General, de 14 de diciembre de 
1992.

internacional de los Estados por actividades nacionales en 
el espacio ultraterrestre y su responsabilidad internacio-
nal por daños causados por objetos espaciales lanzados 
desde sus territorios o instalaciones. Tal vez sea conve-
niente analizar si este criterio podría aplicarse a otros 
modelos de responsabilidad internacional y la medida en 
que ello sería posible o bien si el modelo espacial podría 
modificarse en el futuro por influencia de otros modelos 
sectoriales de responsabilidad, especialmente por lo que 
hace a la posibilidad de hacer figurar a otros responsables 
que no sean los Estados.

45. El Relator Especial sostiene acertadamente que el 
alcance del tema debe limitarse a las mismas actividades 
que las incluidas en los proyectos de artículos sobre la pre-
vención del daño transfronterizo resultante de actividades 
peligrosas aprobados por la Comisión. Gracias a esa con-
tinuidad y coherencia se conseguiría una mayor flexibili-
dad para decidir entre un documento independiente o una 
adición a los artículos existentes sobre prevención.

46. Pese a ser demasiado pronto para tomar una de-
cisión definitiva sobre si el tema está preparado para su 
codificación o desarrollo progresivo, sería todavía conve-
niente redactar una recomendación o una serie de directri-
ces para prestar asistencia a los Estados en esta materia. 
La Comisión debe proseguir sus trabajos encaminados a 
la elaboración de un modelo propio de asignación de pér-
dida que tenga un carácter tanto general como supletorio 
y deje a los Estados la suficiente flexibilidad para elaborar 
esquemas de responsabilidad adecuados a sus necesida-
des específicas.

47. Las propuestas contenidas en el párrafo 153 del 
informe son en gran medida aceptables aunque algunas 
requieren aclaraciones complementarias. Por ejemplo, en 
relación con el apartado e, no está claro el criterio que 
debe seguirse para determinar el «carácter razonable» en 
el caso de responsabilidad de la persona al mando de una 
actividad peligrosa o en control de ella, dada la diversidad 
de actividades a las que puede aplicarse dicha norma.

48. Está de acuerdo con la necesidad de seguir, en la me-
dida de lo posible, el criterio empleado en los proyectos 
de artículos sobre la prevención del daño transfronterizo 
resultante de actividades peligrosas aprobados por la Co-
misión. Debe aplicarse el mismo umbral de daño sensible 
que en el caso de la prevención y excluirse determinados 
tipos de daños, por ejemplo el daño al patrimonio común 
de la humanidad.

49. Está convencido de que la Comisión debe poder tra-
ducir las propuestas del Relator Especial en normas ge-
nerales básicas. Para ello sería adecuado como primera 
medida volver a convocar al Grupo de Trabajo sobre este 
tema.

50. El Sr. YAMADA encomia al Relator Especial por su 
excelente informe que proporciona una base sólida para 
los futuros trabajos.

51. En una sesión anterior, la Sra. Escarameia ha pre-
guntado las razones de que la Comisión haya tardado tan-
to en abordar la cuestión y no haya conseguido resultados 
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tangibles. Su opinión siempre ha sido que el tema de la 
responsabilidad internacional es importante y que satis-
face las necesidades actuales de los gobiernos. Pero has-
ta 1996 los debates de la Comisión han dado vueltas en 
círculo, pese a los esfuerzos de sus miembros. Ha sido 
muy difícil conceptualizar el tema, que es muy amplio. Se 
ha conseguido avanzar cuando la Comisión decidió pro-
ceder paso a paso, procedimiento que el Sr. Tomuschat ha 
contribuido materialmente a elaborar.

52. Se han especificado dos categorías de actividades, 
las que encierran el peligro de causar un daño transfronte-
rizo sensible y las que causan de hecho un daño transfron-
terizo caso de acumularse. Se ha decidido tratar en primer 
lugar las actividades que encierran el peligro de causar 
un daño transfronterizo sensible, es decir, las actividades 
peligrosas. Se ha decidido asimismo que los aspectos de 
la prevención y la responsabilidad eran distintos, pese a 
estar relacionados; y que debe abordarse primeramente el 
aspecto de la prevención. En el corto período de cinco 
años, la Comisión ha podido completar las dos lecturas de 
los proyectos de artículos sobre la prevención de estas ac-
tividades bajo la competente dirección del actual Relator 
Especial y ha informado sobre ello a la Asamblea Gene-
ral. El criterio adoptado ha resultado correcto.

53. La Comisión se halla en la actualidad en la segunda 
etapa de su procedimiento paso a paso. Lo que debe hacer 
es construir sobre la base de la primera etapa. Como ha 
señalado con razón el Relator Especial, el alcance de las 
actividades debe ser exactamente el mismo que el de la 
prevención. Modificar el alcance, ampliando el nivel del 
umbral para incluir actividades de contaminación larva-
da o para incluir el patrimonio común de la humanidad, 
llevaría a la Comisión a volver a empezar de cero, y a la 
situación en que se hallaba antes de 1996. 

54. El caso de que se ocupa en la actualidad es el del 
daño transfronterizo sensible causado por actividades pe-
ligrosas, pese al cumplimiento de las obligaciones de pre-
vención para reducir el peligro al mínimo. En la mayoría 
de los casos son operadores no gubernamentales quienes 
realizan esas actividades. Esto suscita la cuestión, por un 
lado, de la responsabilidad de los operadores y, por otro, 
de la responsabilidad de los Estados que han autorizado 
dichas actividades peligrosas. Por ser la mayoría de los 
operadores sociedades de responsabilidad limitada, se 
plantearían cuestiones relativas a planes de seguros obli-
gatorios y del establecimiento de fondos de compensa-
ción. Como estas actividades no son ilícitas y en muchos 
casos son fundamentales para la mejora del bienestar de la 
comunidad internacional, ha de atribuirse también parte 
de la carga a las otras partes, incluso a las que han sufrido 
un daño directo. En consecuencia, la decisión del Relator 
Especial de centrarse en la asignación de la pérdida es el 
criterio más apropiado.

55. Todo incumplimiento de las obligaciones de preven-
ción, que constituyen las normas fundamentales estableci-
das en los proyectos de artículos sobre la prevención, aca-
rrea la responsabilidad del Estado. Sobre este particular, 
considera en cierta medida decepcionante que la Asam-
blea General no haya indicado su posición respecto a los 
proyectos de artículo sobre prevención. Es fundamental 

una posición firme en materia de prevención si se quiere 
que la Comisión finalice sus trabajos sobre el tema de la 
responsabilidad.

56. El análisis sumamente útil de diversos regímenes 
sectoriales y regionales realizado por el Relator Especial 
suscita algunos comentarios. En primer lugar, es posible 
que la Comisión tenga también necesidad de estudiar el 
caso clásico de la aviación civil, que da asimismo lugar a 
actividades peligrosas. Desde el Convenio para la unifica-
ción de ciertas reglas relativas al transporte aéreo interna-
cional se han elaborado una serie de tratados. En segundo 
lugar, como señala el Relator Especial, el régimen del es-
pacio ultraterrestre es un caso excepcional. En el momen-
to de su negociación se presumió que eran generalmente 
organismos estatales quienes realizaban actividades espa-
ciales como parte de un servicio público. Se adoptaron 
en consecuencia los principios de responsabilidad del 
Estado, de responsabilidad objetiva y de responsabilidad 
ilimitada. Dado que en la actualidad participan también 
en las actividades espaciales empresas privadas con fines 
comerciales, tal vez sea necesario volver a examinar el 
régimen del espacio ultraterrestre.

57. Todos estos regímenes se crearon como consecuen-
cia de nuevas leyes, negociadas por los gobiernos. Cada 
régimen tiene sus propias peculiaridades y la mayoría de 
ellos son independientes, lo que constituye un caso típico 
de la fragmentación del derecho internacional. Al tiempo 
que se estudia la forma de aliviar la carga de las víctimas, 
estableciendo la responsabilidad objetiva o transfiriendo 
la carga de la prueba a los operadores, los gobiernos tratan 
normalmente de limitar su responsabilidad, como ha seña-
lado el Sr. Brownlie. Ejemplo de ello es el daño nuclear 
y la responsabilidad derivada de ese daño en el Convenio 
acerca de la responsabilidad civil en materia de energía 
nuclear y en la Convención sobre Indemnización Suple-
mentaria por Daños Nucleares. El Japón no ha accedido 
a esos instrumentos porque su derecho interno prevé una 
reparación mucho más amplia a las partes perjudicadas. 
Sobre este particular, apoya firmemente la propuesta del 
Relator Especial en el apartado a del párrafo 153 de su in-
forme de que el régimen que se recomiende deberá enten-
derse sin perjuicio de las demandas interpuestas con arre-
glo a la definición de responsabilidad civil en el derecho 
nacional de los recursos disponibles en el plano nacional 
o en el derecho internacional privado. Nada tiene que ob-
jetar a otras partes del párrafo 153 y apoya asimismo que 
el Relator Especial tome como base las recomendaciones 
del Grupo de Trabajo constituido en el 54.º período de 
sesiones de la Comisión, en 20028.

58. La labor de la Comisión es por ello examinar la po-
sibilidad de deducir de estos regímenes especiales normas 
de aplicación general. Pese a ser consciente de la extraor-
dinaria dificultad de esta labor, espera con impaciencia 
recibir los proyectos de artículos del Relator Especial en 
el próximo período de sesiones de la Comisión.

59. El Sr. BROWNLIE dice que, sin duda por inad-
vertencia, el Sr. Koskenniemi ha interpretado de forma 
completamente errónea su postura, que no es negativa. 

8 Véase 2763.ª sesión, nota 2.
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Como miembro de la Comisión desde hace siete años, ha 
participado en la labor del Grupo de Trabajo en 1997 y 
en la realización del procedimiento paso a paso, habien-
do desempeñado un papel discreto aunque constructivo 
en los trabajos realizados. Su postura no es que no exista 
materia. Su principal preocupación como teórico y como 
profesional del derecho es que la Comisión elabore sin 
proponérselo una serie de normas que posteriormente 
sean en gran medida malinterpretadas por quienes no 
pertenecen a la Comisión, es decir, los miembros de la 
Sexta Comisión y las personas en los gobiernos. El resul-
tado sería una serie de principios carentes de significado 
en otros sectores importantes del derecho internacional. 
La responsabilidad del Estado no es únicamente un ca-
pítulo de un libro, sino el cemento que traba el derecho 
internacional. Sería particularmente irónico que la Comi-
sión dañara a esa trabazón, ya que acaba recientemente de 
completar una inmensa labor dedicada a la codificación y 
aclaración de los principios de la responsabilidad de los 
Estados. Es de importancia capital delimitar claramente el 
tema que ha de tratarse y tras escuchar las aportaciones de 
otros miembros, no tiene, con el debido respeto, la plena 
seguridad de que se haya conseguido.

60. Son dos los principales problemas de política: el 
primero es determinar la naturaleza del tema que, en su 
opinión actual, es precisamente ocuparse de aquellas 
situaciones en que no existe responsabilidad de acuerdo 
con los principios generales existentes de responsabilidad 
de los Estados pero en los que se ha producido un daño 
de magnitudes catastróficas a partes inocentes. Se trata de 
una forma de ingeniería social que es muy difícil, pero 
no imposible, realizar de forma codificada. El Relator Es-
pecial ha sentado ya las bases del procedimiento paso a 
paso y por ello no le preocupa especialmente el trabajo 
que queda por delante. Pero se trata de una labor que ha de 
emprenderse con cuidado, ya que uno de los problemas es 
la dificultad de la cuantificación cuando no se ha determi-
nado la responsabilidad.

61. El segundo problema de política es el costo social, al 
que han hecho referencia la Sra. Xue y el Sr. Koskennie-
mi. El problema es que el costo social varía de un sector 
a otro. Las cuestiones relativas al costo social, el proceso 
de llegar a un compromiso entre el costo de un régimen 
de indemnización adecuada y la reducción de un determi-
nado tipo de actividad en el Estado de que se trate, suelen, 
muy acertadamente, resolverse sobre una base sectorial. 
El cometido de la Comisión es, por otra parte, elaborar 
principios generales. Le parece que esto constituye un 
problema de bastante consideración.

62. El Sr. Sreenivasa RAO (Relator Especial) da las 
gracias a los miembros que han aportado hasta ahora su 
contribución al debate. Se han tocado muchas ideas y se 
han solicitado algunas aclaraciones. Sobre la cuestión del 
alcance y la base legal del tema, han vuelto a la superficie 
algunas viejas manzanas de la discordia. Además de no 
ver la razón de volver a esgrimir estos argumentos, no le 
entusiasma la idea de que la Comisión vuelva a ocuparse 
de ellos una vez más si no existe una posibilidad real de 
llegar a una solución definitiva. Le parece que, después de 
muchos años de debate, no debe dedicarse más tiempo a 

cuestiones de mero procedimiento, ni volver a tratar cues-
tiones que posiblemente admitan alguna solución.

63. A este respecto, recuerda a los miembros la sugeren-
cia, que el Grupo de Trabajo hizo suya en 2002, de cen-
trarse en el modelo de asignación de la pérdida teniendo 
en cuenta los intereses de la víctima inocente que sufre 
el daño a pesar incluso de haberse cumplido con todas 
las obligaciones de la prevención. Respecto a la defini-
ción de «víctima inocente», desea dejar claro que no ha de 
ampliarse para incluir al medio ambiente, como algunos 
han sugerido. Se refieren fundamentalmente a las perso-
nas que no participaron directamente en la realización de 
actividades peligrosas.

64. Centrarse en la asignación de la pérdida, como se 
ha sugerido, obviaría la necesidad de volver a debatir las 
bases pertinentes de la indemnización. No ha de causar-
se, sin embargo, detrimento alguno a la responsabilidad 
de los Estados en cuanto base legal. Se considera que la 
atribución de actos privados al Estado es un cometido 
verdaderamente difícil y que no es posible asegurar a las 
víctimas inocentes indemnización cualesquiera que sean 
las circunstancias. Es por ello conveniente evitar calificar 
al tema de «reparación» que puede sugerir una vuelta al 
tema de la responsabilidad de los Estados. De la misma 
manera hay que evitar la referencia a la idea de indemni-
zación para no vincular demasiado estrechamente el tema 
con el de la responsabilidad civil que puede abordarse 
mejor en el contexto del derecho nacional. Además se-
ría difícil intentar establecer un régimen jurídico general 
que concilie los distintos elementos de un régimen de res-
ponsabilidad civil ya que ello supondría la intervención 
de muchas jurisdicciones nacionales y de distintos orde-
namientos jurídicos. Además, posiblemente sea también 
conveniente dejar a la víctima inocente un cierto margen 
para elegir el foro. Es también importante, sin embargo, 
impedir que se tramiten simultáneamente en distintos fo-
ros reclamaciones de indemnización por el mismo daño.

65. Los miembros recordarán que la Comisión ha exa-
minado con anterioridad la ampliación del alcance del 
tema al patrimonio común de la humanidad, pero que ha 
resultado imposible llegar a un acuerdo sobre la inclusión 
de esta cuestión debido a la dificultad, ante todo, de deli-
mitar el alcance geográfico, y en segundo lugar de deter-
minar la cuantía del daño a falta de toda repercusión en las 
personas o los bienes.

66. Hay también otras cuestiones como la locus standi. 
Pero en la medida en que no es posible separar el medio 
ambiente dentro de una jurisdicción nacional del medio 
ambiente fuera de esa jurisdicción, el problema que sigue 
pendiente tiene mucha menor importancia. En todo caso, 
puede volver a examinarse la cuestión cuando la Comi-
sión haya finalizado el modelo de asignación de la pérdida 
que abarca el mismo tipo de actividades que las incluidas 
en los proyectos de artículos relativos a la prevención. La 
asignación de la pérdida tiene la ventaja de no acarrear 
responsabilidad ni obligaciones al Estado, y permite que 
la Comisión mezcle distintos elementos, aprovechando los 
resultados de las diversas negociaciones internacionales
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hasta que se encuentre una solución universalmente acep-
table.

67. Algunos Estados han puesto en duda que la Co-
misión esté preparada para emprender una labor que es 
mejor dejar a la negociación de los Estados. Tras recha-
zar este argumento, señala que ello no ha impedido a la 
Comisión trabajar en los proyectos de artículos sobre el 
derecho del mar y el derecho de los tratados que ha pa-
sado posteriormente a ser el objeto de negociación entre 
Estados. Es cierto que la Comisión tiene el deber de cum-
plir el mandato que le han concedido los representantes 
de los Estados. Le preocupa, sin embargo, asegurar que 
la labor emprendida por la Comisión no se arrastre indefi-
nidamente. Si bien ofrece su colaboración, como Relator 
Especial, a la Comisión en el cumplimiento de su manda-
to, corresponde a los propios miembros decidir cuándo 
conseguirá cumplirlo.

68. El PRESIDENTE dice que la Comisión ha recibido 
un mandato de la Sexta Comisión, que abriga ciertas espe-
ranzas al respecto. Confía en que no sean necesarios otros 
20 años para completar el tema. Le parece que el enfoque 
adoptado en 2002 y 2003 es más realista que los adopta-
dos con anterioridad y que la Comisión se halla conside-
rablemente más cerca de un proyecto final que colmaría 
las esperanzas de la Sexta Comisión. La Comisión ha de 
cumplir su objetivo, especificando determinados princi-
pios que puedan deducirse de su labor anterior y de los 
nuevos acontecimientos. Los países elaboran acuerdos 
sobre la base de los principios de derecho internacional 
general y hay muchas materias sustantivas sobre las que 
la Comisión puede trabajar de forma constructiva y rea-
lista para aclarar el tema. Aun admitiendo que la tarea es 
difícil, la Comisión no puede renunciar cuando se le ha 
confiado el desarrollo progresivo del derecho internacio-
nal. Los comentarios del Relator Especial son por consi-
guiente muy oportunos.

69. El Sr. KATEKA dice que comprende al Relator 
Especial y aprecia sus valiosos esfuerzos. El Relator Es-
pecial debe tener en cuenta que algunos miembros de la 
Comisión han echado también por tierra los informes de 
sus predecesores. La Comisión tiene que asegurar que sus 
propuestas tienen el debido nivel. El tema plantea nume-
rosos problemas terminológicos, como la definición de 
«víctima inocente», la posibilidad de sustituir «asigna-
ción de daños» por «responsabilidad e indemnización», 
o la definición de «patrimonio común de la humanidad». 
Cree que existe un patrimonio común de la humanidad y 
espera que, cuando la Comisión haya definido los necesa-
rios principios legales, se le aplique un régimen supleto-
rio. El Relator Especial no debe considerar la posibilidad 
de abandonar su importante labor, por ingrata que sea.

70. El Sr. PAMBOU-TCHIVOUNDA señala que, cuan-
do el Sr. Luc Ferry, Ministro de Educación de Francia, 
acuciado por los problemas, dijo recientemente que di-
mitiría gustoso de su cargo, el Presidente Jacques Chirac 
tuvo que expresarle su apoyo personal. La Comisión tiene 
que hacer lo mismo con el Relator Especial. Incluso los 
más pesimistas de sus miembros esperan con impaciencia 
su próximo informe que confían que incluya propuestas 

orientadas por las sugestiones que han hecho en el actual 
período de sesiones. Nadie ha dudado nunca de las dotes 
del Relator Especial.

71. Desea sugerir dos nuevas vías que el Relator Espe-
cial puede explorar. En primer lugar, puede inspirarse en 
el proyecto de artículos sobre la responsabilidad del Esta-
do por hechos internacionalmente ilícitos aprobados por 
la Comisión en su 53.º período de sesiones9 para determi-
nar la manera de enfocar el problema de la indemnización 
y la forma que debe adoptar. También puede desarrollarse 
la idea de «daño sensible». Por lo que respecta a las mo-
dalidades, será necesario compartimentalizar la indemni-
zación. El Relator Especial puede ayudar a la Comisión a 
sacar conclusiones sobre estas cuestiones. Una segunda 
vía sería el daño transfronterizo en relación con el patri-
monio común de la humanidad, ya que éste evoca la idea 
de cooperación dado que han de responder del daño más 
de un Estado. La Comisión puede también inspirarse en 
la idea de cooperación al examinar las modalidades de la 
indemnización. Hasta ahora ha adoptado una interpreta-
ción en cierta medida individualista de quién debe pagar 
el daño transfronterizo. Tal vez fuera preferible adoptar 
una interpretación más abierta y defender un criterio de 
compartición por la comunidad de la responsabilidad por 
daño.

72. Una vez más, la Comisión puede dirigirse al PNU-
MA en busca de ayuda para integrar la idea de responsa-
bilidad e indemnización compartidas en sus futuros traba-
jos. Desea reiterar su aliento al Relator Especial y confía 
en que su próximo informe contenga algunas ideas nuevas 
para que las Comisión las examine.

73. El Sr. MANSFIELD dice que la Comisión puede y 
debe ocuparse del tema antes de transcurridos cinco años. 
La excelente labor del Grupo de Trabajo en 2002 ha pro-
porcionado una sólida base al primer informe del Relator 
Especial. Es debido precisamente a las anteriores decisio-
nes relativas a la responsabilidad de los Estados por lo que 
la Comisión ha de ocuparse en alguna medida del tema. 
En un momento como el actual en que las actividades lí-
citas causan pérdidas de envergadura catastrófica aunque 
el Estado haya cumplido su obligación de prevención, los 
países correspondientes no están sujetos a la obligación 
de hacer alguna cosa. La Sexta Comisión y los gobiernos 
son conscientes de que esta situación refleja la existencia 
de una laguna cada vez mayor en derecho internacional. 
La Comisión no tiene necesidad de complicar las cosas 
hasta ese punto. Posiblemente tenga que elaborar princi-
pios generales basados en los regímenes existentes o tal 
vez su labor sea incluso más fácil. Todo lo que tiene que 
hacer es estipular que la pérdida no puede recaer entera-
mente en la víctima inocente y que los países deben al me-
nos colaborar en la elaboración de un remedio efectivo y 
asignar la pérdida. No hacerlo compromete su responsabi-
lidad. Confía en que la Comisión pueda, bajo la dirección 
del Relator Especial, terminar su trabajo sobre el tema en 
el plazo de cinco años.

74. El Sr. ROSENSTOCK recuerda que la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano adoptó 

9 Véase 2751.ª sesión, nota 3.
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un principio que se esperaba sirviera de base a la respon-
sabilidad jurídica en estas cuestiones10. Sin embargo, el 
principio nunca ha entrado en vigor. Lo mismo sucederá 
sin duda alguna con los tres instrumentos adoptados en la 
Quinta Conferencia de Ministros «Medio Ambiente para 
Europa»11. La Comisión corre el peligro de redactar otro 
instrumento que tal vez reciba el apoyo de un puñado de 
Estados, pero que probablemente no consiga aceptación 
universal.

75. El Sr. Sreenivasa RAO (Relator Especial) expresa su 
agradecimiento por las palabras de aliento de los miem-
bros y promete proseguir su labor, aunque el éxito no esté 
en manos de la Comisión. Con todo el debido respeto que 
le inspira la amplia experiencia del Sr. Rosenstock, con-
sidera que si la Comisión únicamente hace lo que estima 
que los Estados Miembros están plenamente dispuestos 
a aceptar, terminará no haciendo nada. Nada se le puede 
reprochar si los países no aplican ni reconocen los artícu-
los que redacta. Mientras que realice su labor siguiendo el 
mandato de la Sexta Comisión, son los Estados quienes 
han de determinar si aplican o no los instrumentos resul-
tantes. Incluso en este caso, muchos tribunales utilizan los 
diversos instrumentos elaborados por la Comisión como 
base de sus sentencias. La Comisión no debe por tanto 
transigir sencillamente porque los Estados sean reticentes 
a aplicar lo que ha elaborado.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.

__________

2766.a SESIÓN

Martes 3 de junio de 2003, a las 10.05 horas

Presidente: Sr. Enrique CANDIOTI

Miembros presentes: Sr. Addo, Sr. Al-Baharna, Sr. 
Brownlie, Sr. Chee, Sr. Daoudi, Sr. Dugard, Sr. Econo-
mides, Sra. Escarameia, Sr. Fomba, Sr. Gaja, Sr. Galicki, 
Sr. Kabatsi, Sr. Kateka, Sr. Kolodkin, Sr. Koskenniemi, 
Sr. Mansfield, Sr. Melescanu, Sr. Momtaz, Sr. Opertti 
Badan, Sr. Pambou-Tchivounda, Sr. Sreenivasa Rao, 
Sr. Rodríguez Cedeño, Sr. Rosenstock, Sr. Yamada. 

10 Véase la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Medio Humano, Informe de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Humano, Estocolmo, 5 a 16 de junio de 1972 
(publicación de las Naciones Unidas, n.º de venta: S.73.II.A.14), pri-
mera parte, cap. I.

11 Protocolo sobre Evaluación Estratégica del Medio Ambiente del 
Convenio sobre la evaluación del impacto en el medio ambiente en un 
contexto transfronterizo; Protocolo sobre responsabilidad civil y com-
pensación de daños resultantes de los efectos transfronterizos de ac-
cidentes industriales en aguas transfronterizas; y Protocolo sobre los 
registros de emisión y transferencia de contaminantes de la Convención 
sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma 
de decisiones y el acceso a la justicia en asuntos ambientales.

Responsabilidad internacional por las consecuencias 
perjudiciales de actos no prohibidos por el dere-
cho internacional (responsabilidad internacional en 
caso de pérdida causada por un daño transfronteri-
zo resultante de actividades peligrosas) (continua-
ción) (A/CN.4/529, secc. D, A/CN.4/5311) 

[Tema 6 del programa]

PRIMER INFORME DEL RELATOR ESPECIAL (continuación)

1. El Sr. RODRÍGUEZ CEDEÑO formula en primer 
lugar algunas observaciones de carácter general sobre las 
preocupaciones que ha suscitado el tema que se exami-
na en el seno de la CDI y de la Sexta Comisión y dice 
que, en su opinión, pese a las dudas expresadas y las di-
ficultades de la labor, es posible someterlo a un trabajo 
de codificación y de desarrollo progresivo y que la CDI 
debe abordarlo desde esta óptica. No están claramente es-
tablecidas en derecho internacional las normas relativas a 
la responsabilidad derivada de actividades resultantes del 
progreso técnico pese a ser cierto que existen en instru-
mentos internacionales de carácter sectorial normas sobre 
la responsabilidad internacional, la prevención, la respon-
sabilidad civil, la reparación de daños y la indemnización, 
de las cuales es posible deducir importantes principios 
sobre la responsabilidad objetiva, la asignación de la pér-
dida, la responsabilidad del propietario o el operador, in-
cluso si es limitada, y el daño a las que hay que añadir 
las normas enunciadas en el muy reciente Protocolo sobre 
responsabilidad civil e indemnización por daño causado 
por los efectos transfronterizos de accidentes industria-
les en aguas transfronterizas. A pesar de las lagunas del 
derecho internacional y del derecho interno de los Esta-
dos en cuanto respecta a la asignación de la pérdida y la 
indemnización pronta, suficiente y efectiva a las víctimas 
inocentes, existen en la doctrina, la práctica y la jurispru-
dencia elementos suficientes para iniciar la codificación y 
el desarrollo progresivo de principios generales que rigen 
la distribución de la pérdida y la indemnización, lo que 
encuentra además su justificación, como se ha dicho en 
la Sexta Comisión, en ser este examen una prolongación 
lógica de los trabajos de la CDI sobre la prevención y la 
responsabilidad de los Estados.

2. No es esta la primera vez que se emprende la ela-
boración de normas de derecho internacional aplicables 
directa o indirectamente a las personas físicas o jurídicas. 
Para el Sr. Rodríguez-Cedeño, el objetivo único de estos 
trabajos no debe ser impulsar a los Estados a adoptar nor-
mas internas que permitan en cierta medida una adecuada 
asignación de la pérdida y la protección de las víctimas 
inocentes. Es necesario que la Comisión vaya más lejos, 
esforzándose en establecer principios generales y sobre 
esa base elaborar normas en la materia aplicables a los Es-
tados y a las empresas explotadoras. Aunque no sea pro-
cedente tener excesivamente en cuenta los derechos hu-
manos, se trata fundamentalmente de conceder protección 
a la víctima inocente contra un daño transfronterizo resul-
tante de una actividad peligrosa. Por una idea mínima de 
equidad es obligado excluir de la asignación de la pérdida 

1 Reproducido en Anuario... 2003, vol. II (primera parte).


